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de la economía de mercado y la democracia 
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Resumen: Los procesos que han conducido a los 
países de América Latina hacia la democracia han 
sentado las bases para que el Estado pueda poner en 
práctica políticas públicas con objetivos sociales. 
Asimismo, dichos procesos han promovido la creación 
de programas sociales descentralizados, orientados 
a la autoayuda y a la autonomía. Dicha dimensión 
de la acción social aun puede ser ampliada en 
América Latina mediante formas de integración 
política y social que conduzcan a un orden 
democrático pleno. 

La autora hace hincapié en el enfoque que 
favorece la perspectiva que entiende las políticas 
sociales no sólo como las cuestiones técnicas que se 
aplican en su diseño, sino como una dimensión central 
del modelo de relacionamiento Estado-economía­
sociedad. 

Abstract: The processes which have led to Latin 
American countries towards democracy have set the 
ground so that the State can implement policies with 
social benefits in mind. Furthermore, such processes 
have also promoted social programs which are not 
derived from the central government and which are 
oriented towards the citizenry 's self-help and 
autonomy. Such display of social action can be even 
widened in Latin America through political and social 
integration f orms that lead to a full developed 
democratic order. 

The author stresses the approach that considers 
social policies not only as the technical matters applied 
in their design, but as the core of the State-economy­
society interrelationship. 
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l . INTRODUCCIÓN 

M
ÁS O MENOS DESDE MEDIADOS DE LA DÉCADA de los ochenta, la política so­
cial estatal ha venido experimentando en los países latinoamericanos una 
reorientación conceptual. 1 Los nuevos enfoques pueden ser sucintamente

caracterizados con los siguientes conceptos: compensación, entendida como la acción 
de introducir medidas destinadas a amortiguar los costos sociales y políticos de los 
programas de ajuste estructural; se'lectividad y focalizadón, es decir, no pretender apor­
tar de manera universal y homogénea servicios y beneficios; asimismo, concentrarlos 

1 El caso de Chile constituye una excepción, pues en ese país se introdujeron reformas en la política 
social ya en los años setenta y ochenta bajo el gobierno autoritario de Augusto Pinochet. Muchos de 
los conceptos que guiaron dichas reformas pueden ser considerados antecedentes de las nuevas 
tendencias que poco más tarde se observarían en el resto de los países de América Latina. 
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en gn1pos-meta previamente definidos, sobre todo en el marco de otorgar prioridad al 
combate a la pobreza; Jnivatizaliónde los servicios sociales y descentralización ( o ambas) 
de ellos mediante la transferencia total o parcial de las tareas sociales estatales a acto­
res privados o estatales regionales y locales. 

Más allá de los aspectos técnicos englobados en el diseño de los servicios sociales, la 
reorientación conceptual de la política social tiene una importante dimensión políti­
ca, así como repercusiones significativas en términos de estrategia de desarrollo. En 
efecto, mientras los conceptos de "compensación", "focalización" y "combate a la 

rpobreza" cont ibuyen a redefinir la actividad estatal en el ámbito del desarrollo social, 
los enfoques privatizadores y descentralizadores afectan la definición de las esferas 
de lo privado y lo público; asimismo, redistribuyen competencias y recursos entre el 
Estado central y otros actores sociales. Por otro lado, la redefinición del rol y de los 
contenidos de la política social adquiere nuevos contornos de cara a la necesidad de 
legitimación política e integración social de las democracias recuperadas o nuevas en 
la región, ya que la modificación de las políticas sociales tradicionales supuso también 
el cuestionamiento de mecanismos largamente establecidos de agregación de 
intereses y demandas al sistema político. 

La reorientación conceptual de la política social bajo el signo de la economía de 
mercado y la democracia constituye el objeto de interés del presente trabajo. Partien­
do de los elementos centrales del análisis de políticas públicas,2 se puede decir que el
hincapié del presente trabajo está puesto en el "qué", o sea en el contenido de las 
políticas analizadas, así como en el "porqué", es decir, en los factores determinantes de 
las decisiones de política. La pregunta central es entonces: ¿mediante cuáles factores 
puede explicarse la reorientación de la política social?3 Una premisa central es que 
los nuevos enfoques de la política social están en estrecha relación con los cambios en 
la estrategia de desarrollo y la reorientación de la política económica en los países la­
tinoamericanos, lo cual de manera general se ha caracterizado como el avance del 
neoliberalismo. Sin embargo, esta relación no se concibe de manera lineal, sino 
mediatizada por un conjunto múltiple de factores, cuya interacción y dinámica se 
intenta indagar y esclarecer. En tal contexto, la política social es entendida principal­
mente como "política", o sea como objeto y resultado de procesos de decisión política 
que ocurren dentro de las condiciones de un determinado estilo de desarrollo.4

Este artículo indaga, en primer lugar, los factores que intervienen en la gestación 
de los nuevos conceptos de política social, para luego pasar en un segundo momento 
al análisis comparativo entre la política social tradicional y los nuevos enfoques, con el 

2 Véase Jann (1994: 309). 
3 El tercer elemento del análisis de políticas públicas, es deci1- el "para qué", que apunta a los efectos 

de ellas, escapa a los objetivos de dicho análisis ya que requeriría una evaluación ponnenorizada de las 
reformas sociales por país. 

4 El término "estilo de desarrollo" designa el modelo de relación entre el Estado, la economía y la 
sociedad, el cual adquiere diferentes expresiones de acuerdo con la modalidad de inserción en 
la economía mundial, el mecanismo de regulación de la economía, la relación Estado-sociedad y el 
modelo de bienestar social (véase ILPES, 1986; Nohlen y Fernández, 1988: 417 y cuadro 1). 
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objetivo de poner de relieve la índole de los cambios. Ello se realiza en el nivel concep­
tual y por tanto con alcance regional, aun cuando deben reconocerse las diferencias 

respecíficas que hay ent e los países, las cuales se ponen de manifiesto en un tercer 
paso, al analizarse la puesta en vigor de las nuevas propuestas mediante las reformas 
sociales llevadas a cabo a últimas fechas en los países de la región. Posteriormente, se 
analiza la relación entre los nuevos enfoques de la política social y el proceso de demo­
cratización en la zona. Por último, se presentan algunas conclusiones. 

IJ . LA REORIENTACIÓN CONCEPTUAL DE LA POLÍTICA SOCIAL 

/1.1 Los déficit de la política social tradicional y los prograuws de compensación social 
del a:juste estructural corno Jactores determinantes 

En la gestación de una re01ientación conceptual de la política social inten1inieron 
diversos factores. Por un lado, se tiene como antecedente inmediato la discusión 
cada vez más amplia sobre los déficit estructurales de la política social tradicional que 
se vieron agudizados con la crisis económica de la década de los ochenta. Servicios 
fuertemente centralizados, excesivos costos administrativos, dispersión de recur­
sos y fragmentación institucional, así como deficiencias en relación con los efectos 
redistributivos de las políticas constituían los principales problemas de los sistemas 

r rsociales t adicionales (véase, ent e otros, Mesa-Lago, 1985; CEPAL, 1989, Franco, 1992). 
A pesar de las grandes diferencias en el grado de institucionalización y cobertura 

rde los sistemas sociales ent e los países, en ningún caso las políticas sociales -tal como 
estaban operando hasta ese momento- pudieron responder efectivamente al ciclo 
de crisis y escasez de recursos con medidas que compensaran siquiera parcialmente 
el deterioro de los niveles de vida de la población. Por lo contrario, los propios siste­
mas sociales fueron seriamente afectados por la crisis, lo cual agravó aún más los déficit 
financieros y organizativos ya existentes. Las nuevas propuestas concept1.1ales de la 
política social surgen, por lo menos en parte, del reconocimiento de estos problemas 
y pretenden convertirse en opciones para resolverlos. 

Por otro lado, la gestación de una reorientación conceptual de la acción social reci­
bió un impulso decisivo en el marco ele los programas de estabilización y ajuste estruc­
tural de las economías que la mayor parte de los países de la región llevaron a cabo 
desde aproximadamente mediados de la década de los ochenta. Los costos sociales de 
las medidas económicas ele reforma combinados con déficit sociales de larga data 
hicieron cada vez más evidente la necesidad-percibida por los países y promovida 
regional e intemacionalmente por org-anismos de cooperación (véase World Bank, 199?; 
CEPAL, 1992 y 1995; BID/PNUD, 1993 )- de compensar socialmente a los grupos mas 

rafectados, con lo cual cont ibuían también a aumentar la aceptación y viabilidad 
política de las reformas económicas. Así, entre 1986 y 1990 se introdujeron medidas 
de compensación social en casi todos los programas ele ajuste estructural que estaban 



46 REVISTA MEXICANA DE SOCIOLOGÍA, NÚM. 4, VOL. 62, OCfUBRE-DICIEMBRE DE 2000 

realizando los países no sólo de América Latina, sino también de África. Tales medidas 
fueron subsumidas en el término "red de seguridad o compensación social" (social 

safety net) (véase Ribe y Carvalho, 1990; Graham, 1994; Vivían, 1994: 6). 
En América Latina, pronto quedó claro que el ajuste no solamente significaba la 

aplicación de medidas específicas de política económica en concordancia con los re­
querimientos de las instituciones financieras internacionales sino, más importante aún, 
las políticas de reforma traían aparejada una redefinición del estilo vigente de desa­
rrollo5 y por tanto una modificación del modelo establecido de relaciones Estado­
economía-sociedad. Tal redefinición, cuyas dimensiones más destacadas se resumen 
en el cuadro 1, exigía una presencia cada vez mayor de los mecanismos de regulación 
de mercado como asignador de recursos, una reformulación de las tareas y roles esta­
tales así como transformaciones en el seno de la sociedad civil. Los efectos de dichos 
cambios aún hoy se ponen de manifiesto en una doble y simultánea tendencia tanto 
hacia la disolución de formas tradicionales como hacia el surgimiento de nuevas for­
mas de legitimación política e integración social. Expresado de manera acotada, la 
antigua matriz "estadocéntrica" (Cavarozzi, 1991) que servía de modelo de 
intermediación y agregación de intereses y demandas al favorecer la acción colectiva 
organizada y el predominio de espacios institucionales y actores político-esta.tales (así 
como sus principales productos, es decir, populismo, corporatismo, clientelismo), a 
la vez coexiste y se diluye en una nueva matriz "mercadocéntrica". Esta nueva matriz 
propugna la extensión de la lógica del mercado a las relaciones sociales al favorecer la 
01ienta.ción hacia la competencia, el rendimiento y la acción individual, así como 
la liberalización de relaciones laborales y comerciales previamente reguladas por el 
Estado; además, promueve la definición subsidiaria del rol del Estado y la descentrali­
zación de sus funciones, con lo cual otorga tendencialmente mayor preeminencia 
al actor privado. 

En relación con la dimensión de la acción social estatal. las innovaciones no sólo 
vinieron por el lado de la introducción de medidas o redes sociales compensatorias 
del ajuste. En el marco de la discusión sobre la reforma del Estado y de sus relaciones 
con la sociedad y la economía, también el redise1io institucional y de contenido de las 
políticas sociales tradicionales comenzó a ser objeto de atención cada vez mayor. Como 
una especie de correlato de las ideas que impregnaban las reformas económicas, con­
ceptos como "focalización", "privatización", "descentralización", fueron incorporados 
a la discusión como opciones a los problemas de la política social tradicional, con lo 
cual influyeron decididamente en la reorientación conceptual de la acción social. 

De tal modo -como se verá a continuación- para cada nuevo concepto es posible 
reconocer dos orígenes: uno anclado en las propias falencias de la política social tradi­
cional y otro proveniente de los requerimientos del ajuste, así como de los procesos de 
transformación desatados por él. Con ello, la reorientación de la política social se con­
virtió a su vez en un elemento importante y necesario en el proceso de la redefinición 
de las relaciones anteriormente mencionadas entre Estado, sociedad y economía. 

5 Acerca de la definición de "estilo ele desarrollo", véase nota 4. 
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CUADRO 1 

CAMBIO DE ESTILOS DE DESARROLLO EN AMÉRICA LATINA 

Modalidad de 
inserción en la 
economía 
mundial 

Mecanismo de 
regulación 
económica 
(rol del Estado 
y del mercado) 

Relación 
Estado­
sociedad 

Bienestar 
social6 

Características del antiguo

estilo de desarrollo 

Concentración en el mercado interno 
mediante la industrialización sustantiva de 
importaciones; fuerte proteccionismo 
estatal; altos aranceles aduaneros; múlti­
ples mecanismos no tarifarios de restric­
ción del comercio; cambio sobrevaluado; 
tendencia antiexportación. 

Fuerte intervencionismo estatal; Estado 
como principal mecanismo asignador de 
recursos y motor de desarrollo. 

"Matriz estadocéntrica" como modelo 
social de intermediación de intereses y 
demandas; corporativismo, populismo; 
acción colectiva organizada y centraliza­
da; predominancia de espacios insti­
tucionales y actores político-estatales. 

Intervención estatal activa como mecanis­
mo de corrección social y con objetivos 

redistributivos; Estado como garante de 

la justicia social; política social declarada 

programáticamente universalista. Ideario 

social sustentado: solidaridad, responsa­

bilidad colectiva, justicia distributiva, 

igualdad social. 

6 Al respecto, véase además el cuadro 2 en el apartado 11.2. 

Caracteristicas del nuevo 

estilo de desarrollo 

Economía integrada a los merca­
dos mundiales; participación re­
novada en el comercio interna­
cional con concentración en la 
exportación de productos con 
ventajas comparativas. Liberali­
zación de los mercados naciona­
les y de la economía exterior; me­
didas de fomento a la inversión 
extranjera; integración regional 
con el objetivo de incorporarse 
en los mercados mundiales. 

Mercado como mecanismo cen­
tral de asignación de recursos; 
retiro del Estado de la economía, 
definición subsidiada de su rol. 

''Matriz mercadocéntrica", la ló­
gica del mercado se extiende a las 
relaciones sociales; "desestati­
zación", privatización:, liberaliza­
ción; acción individual y descen­
tralizada; revalorización de 
espacios y actores no estatales 
(sociedad civil). 

Intervención estatal selectiva 
y subsidiaria. Mercado como cri­
terio de justicia y de la igualdad de 
oportunidades. Política social 
selectiva, focalizada, orientada 
hacia el combate a la pobreza. 
Ideario social sustentado: respon­
sabilidad personal, libertad 
individual. 
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II. 2 Los nuevos enfoques

En el cuadro 2 se presentan de manera comparada y en el nivel de tipos ideales las 
dimensiones de la política social que se han visto significativamente modificadas y 
que conforman lo que se ha dado en llamar el "cambio de paradigmas de la política 
social" en América Latina. 7 Ellas son: los objetivos; la cobertura de prestaciones y servi­
cios; los grupos destinatarios; los roles que se atribuyen respectivamente al Estado y 
al .. mercado en el desempeño de las funciones sociales; los actores de la política social; 
las modalidades de organización o administración ( o ambas) de los servicios sociales; 
el modo de financiamiento y, por último, el ideario social que sustenta cada enfoque 
( So ttoli, 1999). 

Mientras que la política social tradicional proclamaba en sus inicios programáticos 
-y sobre todo en su fase de expansión bajo el signo de las "alianzas populistas" (Malloy,
1993) de la época de la sustitución de importaciones- el ambicioso objetivo de la
integración social y económica de amplias capas de la población mediante programas
sociales de carácter t.miversalista, aparece el combate a la pobreza por medio de la uti­
lización selectiva y focalizada del gasto social como objetivo central de la política social
en el nuevo estilo de desarrollo de los países latinoamericanos.8

El término "focalización"9 --que aparece casi inevitablemente vinculado a la nueva 
política social- adquirió un significado especial en el marco de la política de sanea­
miento de las finanzas estatales llevada adelante como componente principal de los 
programas de ajuste estructural. Dicha política requería de los gobiernos la 
racionalización o reducción (o ambas) del gasto estatal. Mediante la focalización se 
ofrecía la posibilidad de utilizar recursos escasos de manera selectiva en favor de gru­
pos-meta predeterminados y según criterios de costo-eficacia (Besley y Kanbur, 1991). 
De tal manera, con la focalización se ponía el acento no sólo en la manera de utilizar el 
gasto social estatal, sino también en los destinatarios de dicho gasto. 

Respecto de la utilización del gasto social -y con el recuerdo de experiencias re­
cientes de crisis inflacionarias como trasfondo-, el discurso sobre la nueva política 
social comenzó a poner de relieve la necesidad de perseguir una mayor conformidad 
de la política social con las reglas de la política económica. Se trataba sobre todo de 
respetar los equilibrios macroeconómicos, lo cual se convertiría así en principio regu­
lador de las decisiones sobre el gasto social estatal. A ello se añadía la idea de que los 
gastos sociales del Estado deberían ser entendidos como una inversión eficaz y 

7 En la bibliografía acerca de las nuevas políticas sociales en América Latina se encuentran algunos 
esfuerzos por categorizar los actuales conceptos y estrategias en diferentes "modelos" o "paradigmas". 
Así, Franco (1996) diferencia entre un paradigma �prevaleciente" y uno "eme1-gente", los cuales en 
líneas generales corresponden a la política "tradicional" y a la "nueva", según la terminología utilizada 
en el presente análisis. También Huber (1996) se ocupa de las "opciones de la política social en América 
Latina" e identifica dos modelos: el "neoliberal" y el "socialdemócrata", de los cuales el primero se 
acercaría a la aquí llamada "nueva política social". 

8 La lucha en contra de la pobreza fue reafirmada como una de las tareas políticas prioritarias de los 
gobiernos latinoamericanos en la Cumbre de las Américas, llevada a cabo en abril de 1998 en Santiago 
de Chile y en la cual participaron jefes de gobierno y de Estado de 34 países de la región. 

9 Respecto de los orígenes del concepto, véase Soja, 1990 y 1994; además, CEPAL, 1995. 
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redituable destinada a la formación de capital humano. Estbleciendo una clara co­a

nexión programática entre la nueva política social y la economía de mercado, comenzó 
ra hacerse hincapié en que el capital humano debería reforzar la relación positiva ent e 

educación, salud, nutrición, por un lado, y el crecimiento económico y la productivi­
dad, por el otro (véase World Bank, 1990; Behrman, 1993: 187 y ss.). 

Oq_ietivos 

Cobertura de 
los servicios 

Destinatarios 

Rol del Estado 
y del mercado 

Actores 

Organización, 
:idministración 

Modo de 
[manciamiento 

Ideario 
social 

CUADRO 2 

ENFOQUES DE POLÍTICA SOCV\L EN PERSPECTIVA COMPARADA 

Características de la política 

social tradicional 

Objetivos de integración social y 
distributivos. 

En el nivel programático, univer­
salista y homogénea. 

Mayormente clase media urbana 
y grupos organizados. 

Estado interventor como "ga­
rante" de !a justicia distributiva. 

Estado como actor central de la 
torna de decisiones de política 
social y responsable principal de 
la planificación y el financia­
miento, así corno ejecución de los 
servicios y programas. 

Organización estatal centraliza­
da: la toma de decisiones ocurre 
mayormente de manera central y 
vertical (top-down), según princi­
pios burocráticos jerárquicos 
y prioridades definidas central­
mente. 

Financiamiento predominante­
mente estatal. Gasto social como 
instrumento de regulación del 
conflicto distiibutivo. 

Solidaridad, justicia distributiva, 
responsabilidad colectiva, igual­
dad, universalismo. 

Caracteristicas de la nueva 

política social 

Combate a la pobreza como objetivo 
principal. 

Selectiva y focalizada. 

Población pobre. 

Intervención estatal selectiva y confor­
me a las reglas del mercado. Mercado 
como criterio para la igualación de 
oportunidades. 

''Estructura pluralista" de actores: ins­
tancias estatales centrales y descentra­
lizadas. ONG, obras sociales y grupos de 

rautoayuda, iglesias, asociaciones y ot as 
organizaciones con fines de lucro, 
grupos informales, familia. 

Descentralizada y descoucentracla: se 
favorece la participación ele instancias 
descentralizadas y organizaciones de 
los propios destinatarios en el diseño 
y ejecución de los programas. Enfo­
ques centados en proyectos y en la r

demanda. 

Financiamiento estatal. internacional y 
privado. Gasto social como una inver­
sión eficiente en capital humano. 

Subsidiaridad, individualismo, respon­
sabilidad personal, libertad indi\.idual, 
rendimiento, eficiencia. 
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Sin embargo, las estrategiasfocalizadoras no sólo ganaron en importancia debido 
a los requerimientos restiictivos que el ajuste imponía a la política fiscal o debido a las 
necesidades de la economía de mercado, sino también a causa de los propios déficit 
institucionales y programáticos de la política social tradicional. La ineficiencia en la 
utilización del gasto social estatal, reiteradamente comprobada por diversos estudios, 
ofrecía motivo suficiente de crítica. Así, se cuestionaban las estrategias de la política 
social tradicional consistentes en subvenciones globales e indiferenciadas, así como 
en tr.m.sferencias y distribución de beneficios de acuerdo con criterios corporatistas; 
al mismo tiempo, se hacía hincapié en la mayor eficiencia en la aplicación de las estra­
tegias selectivas que permitirían alcanzar un mayor efecto por unidad de recursos in­
vertidos. Por otro lado, la ya señalada inequidad del gasto social se expresaba en el 
hecho de que los principales beneficiarios de la política social habían sido tradicio­
nalmente los grupos de trabajadores urbanos organizados y cercanos al Estado; la 
población pobre permanecía excluida en buena medida de la participación en los 
beneficios sociales estatales y servía adicionalmente de base a los argumentos en favor 
de la focalización (Franco, 1996; CEPAL, 1995). En efecto, se criticaba al "universalis­
mo aparente" (Franco, 1992) de las políticas sociales tradicionales consistente en que 
en el nivel programático se establecía el acceso igualitario por ley a toda la población, 
pero en la práctica se prestaban servicios y se entregaban beneficios a los grupos mejor 
organizados. Con la revalorización de las estrategias focalizadoras y la preeminencia 
internacional del combate a la pobreza como tarea fundamental de las políticas de 
desarrollo, comenzó a observarse entonces un desplazamiento de los principales 
grupos-meta destinatarios de la acción social, desde los trabajadores organizados 
hasta la población pobre. 

En un contexto de redefinición de objetivos y estrategias también se modificaron 
las visiones acerca de los roles asignados al Estado y al mercado en el ámbito social. Los 
argumentos que atribuían al Estado el papel de actor principal de la política social y 
garante del principio de justicia social redistributiva, igualitaria y universal resultaron 
fuertemente cuestionados. Frente a ello, ganó fuerza la idea -difundida, por ejem­
plo, desde el seno de organizaciones internacionales y regionales de desarrollo- de 
una intervención estatal selectiva en el campo social, la cual de manera focalizada in­
tentaría corregir las disparidades sociales, aunque sin pretensión alguna de reforma 
societal amplia (véase Mármora, 1994). En el nuevo discurso social y político comenzó 
a atribuirse cada vez más al mercado el papel de mecanismo de asignación de servicios 
y beneficios sociales con el argumento de una mayor eficiencia y equidad que, en últi­
ma instancia, llevarían a una mayor igualación de oportunidades. Así, el discurso 
comenzó a abandonar el término tradicionalmente vinculado a la política social de 
'justicia social" por el políticamente más neutro de "equidad social". 

La nueva política social pasó a ser definida, además, en la discusión científica y en 
el discurso de los gobiernos, como una tarea que atañe a la sociedad toda. Ello signi­
fica, en primera instancia, el ya mencionado cuestionamiento al papel del Estado como 
único o principal actor de la toma de decisiones en política social. En lugar de lo ante-
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. rior, comenzó a favorecerse una estructura "pluralista" de actores estatales y privados 
que participaran en las diferentes fases de formulación y ejecución de la política so­
cial. La estrategia consistiría en fortalecer las capacidades estatales de coordinación y 
regulación, así como en transferir simultáneamente determinadas competencias de 
ejecución a instancias estatales descentralizadas, ONG, organizaciones con fines 
de lucro, grupos locales o informales e incluso a la familia. Detrás de dicha estrategia 
coexisten dos posiciones: por un lado, la postura antiestatista que plantea medidas 
privatizadoras y descentralizadoras simplemente como formas de retiro del Estado de 
las tareas sociales y, por otro lado, la posición que sin descargar al Estado de su respon­
sabilidad social reclama más espacios para la sociedad en la toma de decisiones sobre 
problemas que le atañen; asimismo, hace hincapié en la autoorganización, la autono­
mía y la participación política como dimensiones importantes de la acción social. A 
pesar de las diferencias, ambas posiciones se dirigen a rebasar el rol monopolítico 
del Estado en el desarrollo social y económico y, con ello, a superar la idea de una 
política social "estatista", para lo cual plantean-según el hincapié hecho por una u 
otra posición- medidas privatizadoras, desreguladoras y descentralizadoras de 
servicios sociales en sus múltiples variantes. 

En consecuencia, también las formas de organización de la política social comen­
rzaron a ser objeto de discusión. En efecto, se t ataría de disminuir el peso de los pro­

gramas definidos desde el Estado central y ejecutados unisectorialmente por los mi­
nisterios sociales, así como de revalorizar los enfoques descentralizados, 
multisectoriales, orientados por la demanda y organizados alrededor de proyectos. 
Así también, en relación con el modo de financiamiento, poco a poco fue perdiendo 
fuerza la idea de un financiamiento exclusivamente estatal de la política social, 
lo cual daba lugar a la inclusión de medios financieros provenientes de fuentes 
internacionales y privadas. 

Por último, puede decirse que los enfoques reformistas de la política social se sus­
tentan en ideas-fuerza que están en relación directa con el nuevo estilo de desarrollo 
en América Latina, ya caracterizado más arriba (véase cuadro 1). La idea de una eco­
nomía liberalizada, desregulada, competitiva y eficiente, encuentra su correlato en el 
ideario social con conceptos tales como "subsidiaridad", "individualismo", "responsa­
bilidad personal", "libertad individual", "rendimiento" y "eficiencia". Se diferencian 
claramente de los conceptos que nutrían -ciertamente más en el discurso que en la 
jJra.xir- el accionar social estatal en América Latina en el pasado, a saber: "solidari­
dad", 'justicia distributiva", "responsabilidad colectiva", "igualdad". 

III . PANORAMA DE LAS REFORMAS DE 1A POLÍTICA SOCIAL EN AMÉRICA LATINA 

Luego de analizar los nuevos enfoques de política social en el nivel conceptual, cabe 
preguntarse acerca de su aplicación en contextos nacionales específicos. Para ello, el 
cuadro 3 presenta un panorama de las principales reformas sociales llevadas a cabo 
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desde la segunda mitad de los años ochenta hasta el presente en todos los países de la 
región ( con excepción de Cuba). Dada la influencia de los programas de ajuste es­
tructural en la gestación conceptual de los nuevos enfoques de política social -tal 
como se vio en los apartados anteriores-, el cuadro pretende visualizar la relación 
entre las reformas sociales y económicas llevadas a cabo en los países de la región. Así, 
dichos enfoques se agrnpan en la dimensión vertical del cuadro según la modalidad 
de instrumentación y cobertura de las reformas de política económica; de esa manera 
se obtienen tres grupos de países: al primer grupo pertenecen los que llevaron a cabo 
un amplio proceso de reformas económicas de tipo ortodoxo, IO el cual en general 
ocurrió de manera rigurosa y radical; en el segundo grupo se ubican los que aplicaron 
un programa de reformas de alcance limitado, a veces combinando elementos orto­
doxos y heterodoxos y con una estrategia de puesta en vigor gradual, parcial o ambas; 
al tercer grupo pertenecen los que introdujeron medidas aisladas de reforma, sobre 
todo en función de objetivos de estabilización macroeconómica, sin llevarse a cabo hasta 
el presente una reforma amplia y profunda de la economía. 

En la dimensión horizontal del cuadro se presentan diferentes categorías de refor­
mas sociales que encarnan uno o varios de los conceptos que caracterizan a la nueva 
orientación de la política social que se viene describiendo en el presente trabajo. Sin 
pretender analizar el perfil de reformas específico de cada país, es posible sin embar­
go formular las siguientes observaciones desde una perspectiva comparada. 

En primer lugar salta a la vista que los países que llevaron a cabo un proceso radical 
y profundo de reformas económicas presentan, asimismo, un perfil de reformas socia­
les relativamente amplio, es decir, los países del primer grupo (Argentina, Chile, Bo­
livia, México y Perú). Por lo contrario, son pocas las reformas sociales de tipo estructu­
ral en los países que experimentaron una política de ajuste económico gradual o parcial. 
Aún más escasas son las reformas de política social en países en los cuales solamente se 
introdujeron medidas aisladas de estabilización y ajuste. Estas observaciones confir­
man que habría una relación estrecha entre la modalidad específica de llevar a cabo 
las reformas económicas (sobre todo en relación con su alcance e intensidad) y la for­
mulación y ejecución de políticas de reforma en el ámbito social. Esta relación se com­
prueba claramente en el caso de los sistemas de pensiones, cuya refom1a adquirió una 
importancia central para los objetivos de las reformas económicas, especialmente en 

IO Los programas ortodoxos de ajuste se basan en las aplicaciones monetaristas acerca de las cau­
sas de la inflación que consideran el crecimiento de la masa monetaria como el factor determinante 
del desarrollo inflacionario del mecanismo de precios; proponen, por ello, correcciones en la política 
fiscal y una política monetaria restrictiva como instrumentos centrales de estabilización. Dichos 
programas han sido en general formulados y promovidos por el Fondo Monetario Internacional (FMI) 
y el Banco Mundial e incluyen, además de las medidas de estabilización macroeconómica, elementos 
de refom1a estructural tales como privatización, liberalización y desregulación de los mercados y del 
comercio exterior. Los programas heterodoxos se basan en explicaciones estructuralistas de la inflación, 
según las cuales ésta sería causada por las características que adquiere el conflicto distributivo y las 
rigideces estl7lcturales de la economía. A diferencia de los programas ortodoxos, las propuestas 
heterodoxas contienen por lo general elementos menos restrictivos de política monetaria, fiscal y de 
ingresos (Queisser, 1993: 20). 



POLÍTICA SOCIAL EN AMÉRICA LATINA: ECONOMÍA DE MERCADO Y DEMOCRACIA 53 

relación con el saneamiento de las finanzas estatales, el desan-ollo del mercado inter­
no de capitales, el fomento de la inversión y el aumento de las ta�as de ahorro (véase 
Mesa-Lago, 1996). 

CUADRO 3 

PANORM--IA DE LAS REFORMAS DE POLÍTICA SOCIAL EN 

AMÉRICA LATINA A PRINCIPIOS DE 1999 

Reformas 

económicas 

Programas 

focalimdos 
de cornhate 

a /,a pobreza 

Proceso radical o amplio 

( o au,bos) de reformas

Argentina 
Chile 
Bolivia 
México 
Perú 

Proceso limitado 

o progrl!sivo (o

a111.bos) de reformas.

Costa Rica 
Colombia 
Brasil 
Vcnez1tcla 
Uruguay 

Medidas ais/,adas 

de reforma 

Rep. Dominicana 

Ecuador 
El Salvador 
Honduras 
Guatemala 
Nirarag1.1a 

Pai1amá 
Paraguay 

+ 
+ 
+ 
+ 
+ 

+ 
+ 

+ 
+ 
+ 

+ 

+ 

+ 

+ 

+ 

+ 

+ 

+ 

Reformas social.es 

Reforma 

del seguro 
de pensiones 

semi privatizado 
privatizado 
privatizado 
privatizado 
privatizado 

en discusión 
semi privatizado 
en discusión 

semi privatizado 

privatizado 

en discusión 

en discusión 

Reforma 

del seguro 
de salud 

Descentralización 

de /,os servicios 
sociales 

Otras 

medul,as 
desregu­

l,admas 

en el sec­

tor social 

+ + semidesregulado 
privatizado 

privatizado 

cooperación 
público-privada 

+ 

+ 

+ 
parcialmente 

+ 
+ 
+ 

parcialmente 
+ 

+ 

+ 

parcialmente 
parcialmente 

+ 

+ 

+
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En segundo lugar, se comprueba que en casi todos los países en los cuales se siguió 
una intensa política de privatización en el ámbito económico, las reformas sociales 
aplicadas se caracterizan por contener elementos desreguladores, privatizadores y 
descentralizadores de los seivicios sociales. Así, en todos los países del primer grupo 
fueron llevadas a cabo reformas estructurales del sistema de seguro de pensiones, las 
cuales por lo general contienen algún elemento de privatización parcial o total. Estas 
medidas aparecen en dichos países de manera más frecuente también en otros cam­
pos de políticas públicas sociales, tales como educación, salud y vivienda. En los paí­
ses en los cuales se llevó a cabo un proceso gradual y menos ortodoxo de reformas 
económicas pueden obseivarse más bien estrategias de reforma social de tipo mixto 
o combinado, tales como la privatización parcial de los seguros de pensiones, refor­
mas en el seguro social estatal, cooperación público-privada en el seguro de enferme­
dades, entre otros. Si se considera a los países del tercer grupo, hasta ahora sólo en
un caso se aplicó una reforma estructural privatiza dora del seguro de pensiones (El
Salvador).

En tercer lugar, llama la atención que la creación de programas focalizados al com­
bate a la pobreza se encuentra presente como un elemento de reforma común entre 
los países de los tres grupos. Se incluyen dos tipos de programas: por un lado, progra­

rmas individuales tales como programas de nut ición o repartición de alimentos 
( o ambos), de provisión de seivicios básicos de salud o de creación de empleos de
emergencia; por otro lado, conjuntos de programas que operan bajo la fonna
institucional de los fondos de emergencia e inversión social.

La ubicuidad de los programas focalizados de combate a la pobreza admite dos 
interpretaciones que ciertamente no son excluyentes: por un lado, reafirma la obser­
vación formulada más arriba de que en la región priva una priorización cada vez ma­

ryor del combate a la pobreza como taea central de los gobiernos; por otro lado, puede 
decirse que la creación por momentos eufórica. de dicho tipo de programas está en 
relación con la cuota de legitimación política que de ellos pueden obtener los gobier­
nos que se encuentran embarcados en lograr una mayor viabilidad política para sus 
respectivos programas de refom1as estructurales. En qué medida la balanza se inclina 

ren favor de una lucha estructu al y continua en contra de la pobreza o por una activi­
dad más de tipo compensatoria y a corto plazo podrá ser dilucidado obviamente sólo 
en cada caso específico. 

El caso de los fondos de emergencia e inversión social merece obse1vaciones adi­
cionales ya que constituyen una de las innovaciones más importantes de la política 
social en América Latina (véase Siri, 1996; Goodman et al, 1997). Desde 1986-año 
en que fue creado en Bolivia el primer Fondo Social de Emergencia (FSE)- hasta el 
presente, fueron erigidas instituciones semejantes en aproximadamente 20 países 
latinoamericanos y del Caribe. 

Los fondos fueron creados, en general, como instituciones temporales que tenían 
como objetivo principal llevar a cabo programas de compensación de los efectos nega­
tivos de los programas de ajuste y así aumentar la aceptación política del proceso de 
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reformas.11 Con el transcurso del tiempo, sin embargo, tendieron a convertirse en ins­
tituciones permanentes con la pretensión de contribuir en el combate estructural 
contra la pobreza. En vista de ello, comenzó a plantearse la cuestión acerca de la ido­
neidad de los fondos para tal objetivo. 

Los fondos trabajan con un enfoque operativo descentralizado y orientado por la 
demanda ( demand driven). Ellos no ejecutan por sí mismos ningún programa social, 
sino que adjudican créditos no reembolsables o subvenciones. El financiamiento de 
los proyectos se realiza según criterios programáticos previamente establecidos y 
de acuerdo con las solicitudes de financiamiento presentadas por comunas, ONG, gru­
pos de autoayuda, etcétera, para llevar a cabo proyectos formulados por ellos mismos. 
Los fondos ejercen así la función de intermediarios entre las instituciones .financiadoras 
(mayormente, organizaciones internacionales; en menor medida, el Estado y el sector 
privado) y los grupos destinatarios. Tal enfoque de trabajo supone que los grupos que 
solicitan financiamiento cuentan con experiencia y capacidad para la formulación y 
ejecución de proyectos, así como para lo relativo a la solicitud de fondos. Sin embargo, 
es poco frecuente que los grupos más pobres dispongan de dichas capacidades; ellos 
habitan por lo general en lugares aislados y de dificil acceso, lo cual dificulta notable­
mente el desarrollo de una cierta capacidad organizativa que permita convertir 
grupalmente una necesidad en un proyecto y, más aún, concretar el apoyo requerido 
para satisfacerla. Por tal motivo, los grupos más pobres deben utilizar necesariamente 
la mediación de ONG u organizaciones similares o bien quedan fuera del alcance de la 
acción de los fondos. Con ello se estaría repitiendo el tradicional sesgo de la política 
social tradicional en favor de los gmpos mejor organizados; en este caso no de la clase 
media trabajadora como en el pasado, sino dentro de los sectores pobres. 

Alg1.mos fondos han reconocido entre tanto estas dificultades para llegar a los más 
pobres y han buscado paliarla de diferentes maneras. Por ejemplo, mediante progra­
mas especiales de capacitación para la formulación de proyectos, o bien por medio de 
una mejor definición de los grupos-meta. De este modo, si bien al principio se hizo 
hincapié en el rápido financiamiento y ejecución de proyectos, lo cual dejaba un tanto 
descuidados los procedimientos de focalización, más tarde comenzaron a elaborarse 
perfiles o mapas de la pobreza, los cuales a partir de indicadores sociales y económicos 
varios permitían una mejor focalización ya sea geográfica, por g1upos específicos o por 
grado de carencia de necesidades básicas (Glaessner et al, 1994) .12

ll Así, en muchos países los fondos fueron creados por gobiernos recientemente elegidos y como 
parte de sus respectivos programas de estabilización y ajuste: tal fue el caso de Costa Rica, Bolivia, 
Honduras, Nicaragua y Perú. 

12 Las técnicas de focalización en el FSE de Bolivia, por ejemplo, no fueron concebidas de manera 
estricta en un principio. A pesar ele que más tarde fueron mejoradas, sólo 5% del financiamiento total 
del FSE alcanzó al 10% más pobre de la población. Después de dos años de reorganización, se estimaba 
que los proyectos del nuevo Fondo de Inversión Social (FIS) cubrían aproximadamente 1.6 millones 
de personas, es deci1� 24% de la población total. De los proyectos financiados, 80% se ejecutó en áreas 
cuyos habitantes pertenecían al 50% más pobre de la población (Glaessner et al., 1994: 15). También 
en el Fondo Hondureño de Inversión Social fneron mejorados con el transcurso del tiempo los 
mecanismos de focalización. Así, mientras en 1990 apenas 2G% de los fondos fue destinado a 
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Una debilidad especial de los fondos en relación con el hecho de incluir en sus 
programas de fomento a los grupos más pobres consiste en que dichos fondos se han 
concentrado mayormente en el financiamiento de proyectos ele infraest.Iuctura social 
y económica ( construcción de escuelas, caminos vecinales, puestos de salud). Ello 
discrimina de manera tendencial a las mujeres pobres como beneficiarias directas de 
los programas, ya que ellas por lo general no son empleadas por este tipo de proyec­
tos. Hasta el presente la tendencia de los fondos ha sido procurar empleo para los 
varones y brindar se1vicios sociales para las mujeres y los niños. Además de evidenciar 
una grave falta de perspectiva de género en el sentido de reforzar visiones tradiciona­
les acerca de la distribución de los roles dentro de la familia, este enfoque parece no 
dar cuenta del porccn taje cada vez mayor de hogares en América Latina encabezados 
por mttjeres cuyo trabajo constituye el único ingreso familiar. Teniendo en cuenta 
además que dichos hogares con jefa.tura femenina son mucho más frecuentes en los 
estratos más pobres de la población, no fomentar activamente las oportunidades de 
equiparación de oportunidades laborales para varones y mttjeres pobres constituiría 
una grave deficiencia de los fondos en su tarea de lucha contra la pobreza (véase Siri, 
1996: 76). 

Por último, se ha señalado con razón que el alcance de la acción de los fondos será 
necesariamente limitado en tanto éstos no sean incorporados como componentes de 
una estrategia integral de la política social pública (CEPAL, 1996). 

IV . POLÍTICA SOCIAL Y DEMOCRACIA 

Hasta este punto, el cambio en la política social ha sido considerado sobre todo en 
relación con el proceso de transformaciones de la est.I-ategia de desarrollo que se vie­
ne operando en América Latina desde aproximadamente la mitad de los años ochen­
ta. La otra dimensión central de dichas transformaciones es la referida a los procesos 
de democratización. 

En dicho sentido, interesa destacar en este apartado que la modernización de la 
política social estatal y su concentración específica en el objetivo de la lucha contra 
la pobreza comenzó a adquirir importancia política en función de la tarea de la 
consolidación de la democracia. Así, cobraron presencia los argumentos que 
señalaban la necesidad de una reforma de la acción social del Estado orientada por 
criterios de good governance y destinada a fortalecer el papel del Estado como "gerente 
social". En primer término, el Estado debería abandonar toda práctica clientelista, 
corporatista y populista y en adelante practicar una política social orientada hacia la 
eficiencia, basada en razones de costo-efectividad, criterios políticos transparentes Y 
focalizada en los pobres y más necesitados. Ello podría conceder mayor credibilidad 
y legitimidad a la acción social de un Estado ya bastante desacreditado por la crisis 

financiar proyectos en las comunas con poblaciones que vivían en situación de extrema pobreza, en 
1993 se destinó 45% de los recursos a dichas comunidades. 
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económica, el ajuste y las prácticas tradicionales (véase Angell y Graham, 1995; CEPAL, 
1995). 

Además, una reforma social tendría no sólo efectos legitimatorios de la acción so­
cial del Estado, sino también integradores a mediano plazo en la medida en que con 
políticas focalizadas se eliminarían ciertas barreras de participación política y social 
de los grupos de población hasta ahora excluidos de los beneficios de la política so­
cial. Tal argumento cobra mayor sentido si se le considera desde el trasfondo del 
significado cada vez más político de los grupos populares urbanos como potencial 
clientela política en el marco de los cambios económicos de los años ochenta. En efecto, 

rdichas transformaciones produjeron, ent e otros efectos, una disminución de la fuer­
rabajo y un crecimiento za de trabajo ocupada en el sector formal del mercado de t

simultáneo del sector informal. A causa de reformas tales como la reducción del apa­
rato estatal o la reforma de los sistemas sociales de seguridad y, en general, a causa de 
las medidas flexibilizadoras del mercado de trabajo, muchas alianzas políticas y meca­
nismos largamente establecidos de legitimación política e integración social (por ejem­
plo, en el ámbito de las relaciones entre el Estado y formas corporativas de agregación 
de intereses) vieron disminuida su importancia o bien se diluyeron. 

También a partir de dicha argumentación puede entenderse mejor la figura de 
los fondos de emergencia e inversión social más arriba descrita, pues según su con­
cepción inicial dichos fondos debían diferenciarse claramente en su manera de 
operar de aquellos déficit tradicionalmente relacionados con la política social estatal, 
es decir: centralización e ineficiencia, por lo que debía corregirse además la tenden­
cia casi estructural a la exclusión de los pobres de los beneficios sociales. 

rLa const ucción institucional de los fondos correspondía entonces a la idea de una 
acción estatal reformada: se interviene con medidas de política social no desde el apa­

rrato estatal mismo en sentido t adicional, sino mediante una institución autónoma 
creada ad hocy que por lo general funciona paralelamente a los ministerios sociales 
existentes. También en el modus operandi de los fondos y sobre todo en su enfoque ba­

r sado en proyectos y orientado a la demanda se puede reconocer el objetivo de orienta
la actividad estatal según criterios de eficiencia y de mercado, así como de fortalecer la 
iniciativa privada. Como consecuencia de dichas características, los fondos han sido a 
menudo considerados como un modelo de intervención social a partir del cual se darían 
impulsos reformistas para una amplia reorientación del aparato administrativo en 
los sectores sociales (véase Flaño, 1991). Sin embargo, cabe la posibilidad de que los 
fondos se autonomicen demasiado de los ministerios sociales, distraigan recursos y 
atrasen o incluso impidan reformas necesarias; además, si bien los programas de com­
pensación social contribuyeron en buena medida a la viabilidad de las reformas 
económicas, ello fue conseguido con frecuencia mediante su instrumentalización 
política. Muchos programas de combate a la pobreza fueron creados con el fin de inte­
grar una movilización "neopopulist:a" de los grupos pobres.13 En tales casos, dichos

13 Por ejemplo, véase Dresser (1991) sobre el programa social del gobierno mexicano, Pronasol,
que si bien no constituye un "fondo social" en el sentido común del término, contiene muchos 
elementos característicos· de su modo de operar. 
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programas han contribuido más bien a mantener los modelos tradicionales de 
clientelismo político en la acción estatal que a reformarla. Por otro lado, debe también
puntualizarse que muchos fondos han conseguido trabajar relativamente libres e 
independientes de influencias políticas y estructuras clientelísticas. La contratación 
de personal técnico independiente, es decü; sin afiliaciones político-partidarias, así 
como el intento de dar mayor participación a las ONG, a los gmpos locales y a comunas 
de diferentes tendencias políticas en la ejecución de los proyectos, han resultado 
medios eficaces para contrarrestar las presiones hacia una mayor politización del tra­
bajo llevado a cabo por los fondos. 14 En tales casos, éstos han promovido procesos de 
descentralización y participación democrática en tanto han apoyado el fortalecimien­
to de diversas iniciativas de organización a nivel local. 15 

V . CONCLUSIONES 

En el presente trabajo se han analizado los factores detemünantes y el contenido ele la 
reorientación conceptual de la política social en Améxica Latina, cuya puesta en vigor 
se evidencia en reformas sociales concretas que están siendo llevadas a cabo en los 
países de la región. 

Respecto del primer punto, la reorientación conceptual de la política social estatal 
se vio influida por la preexistencia de problemas est1ucturales en los sistemas sociales 
tradicionales. Los nuevos enfoques aparecie1·on en la discusión como opciones a la 
política social tradicional estatal centralizada, con prete11sió11 universalista en la cober­
tura de se1vicios, pero en la realidad con acceso segmentado y excluyente para deter­
minados grupos. A su vez, los conceptos que tuvieron mayor resonancia (por ejemplo, 
focalización, privatización, descentralización) fueron precisamente los que s� corres­
pondían con los objetivos de los programas de ajuste ( es decü� con el saneamiento de 
las finanzas estatales, la redefinición del papel del Estado, el fomento a la partici­
pación de la empresa privada en la economía y la revalorización del rol de la sociedad 
civil), por lo que podrán incluso contribuir estrntégicamente al alcance de ellos. De la 
interacción de ambos factores ( crítica y necesidad ele reforma de la política social tra­
dicional así como requerimientos y objetivos de los programas de ajuste), así como de 

M Es notable en este sentido el caso del Fondo Social de Emergencia de Bolivia, po1· lo menos hasta 
su reo1·ganización en 1989 (véase Stahl, 1995). Según Graham (1994), prácticamente ningún actor 
político pudo monopolizar con fines electorales el trabajo del FSE, ya que en principio no sólo el partido 
de gobierno en el nivel nacional, sino también los gobiernos locales e incluso diversas ONG y grupos 

asociales tenín el debido derecho, por haber participado en una u otra manera en ellos, de reclamar 
el éxito de los proyectos del Fondo. Además, dicha autora no encontró ninguna relación significa­
tiva enti-e los fondos distribuidos por el FSE y los resultados de las elecciones presidenciales de 1989 o 
las elecciones comunales <le 1987-1989; tampoco entre el financiamiento de prnyectos del FSE y la 
afiliación política de las comunas. 

15 Para una eval11ación de los fondos, véase Stahl (1995); Goodman el al. (1997); Siri (1996); Sotto1i 
(1999). 
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las necesidades de legitimación de las nuevas o recuperadas democracias en la región 
surgieron los nuevos enfoques de la política social. 

En cuanto al contenido de los cambios, el análisis de los nuevos enfoques permite 
vislumbrar tanto las oportunidades para una más intensiva orientación de la política 
social hacia la eficiencia, la participación y la inclusión de las necesidades de los gru­
pos que viven en pobreza, como los objetivos de la acción social, así como también 
ciertos 1iesgos derivados de un excesivo condicionamiento de los contenidos y las for­
mas de la política social a objetivos puramente económicos o de legitimación política 
de corto plazo . 

. Así pues, si bien la lucha contra la pobreza como objetivo privilegiado de la política 
social resulta de por sí ampliamente legítimo en consideración a las dimensiones que 
adquiere dicho fenómeno en América Latina, es cuestionable cuando éste se encara 
sólo con una estrategia de compensación de los costos ocasionados por reformas eco­
nómicas, lo cual supone un abordaje muy a corto plazo del problema. El papel social 
asignado al Estado en dicha concepción se limitaría entonces a una tarea de paliar las 
situaciones de pobreza mediante acciones sociales puntuales y residuales que, por lo 
demás, pueden prestarse muy fácilmente a la instrumentalización política. Por 
lo contrario, una lucha eficiente contra la pobreza no puede sino entenderse como 
una_ tarea integral y de largo alcance que permee todas las áreas de las políticas públi­
cas, incluida muy especialmente la política económica, ya que para superar la pobreza 
no bastan las acciones de política social, por más eficiente y focalizada que ésta sea. 

Por su parte, las medidas privatizadoras y descentralizadoras de servicios sociales· 
han sido introducidas en no pocos casos simplemente con el objetivo de una descarga 

r

a

fiscal del Estado cent al, sin que por tanto se hayan creado las condiciones necesarias 
técnicas y financieras para una delegación eficiente de funciones. En el caso de la 
privatización total de servicios sociales, es necesario considerar cabalmente los efectos 
sociales excluyentes de una provisión regida por criterios de mercado. En relación 
con las propuestas que hacen hincapié en el rol subsidiario del Estado y que reclaman 
el fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las diferentes fases de 
ejecución de la política social, pueden señalarse asimismo dos posibilidades. En efec­
to, tales medidas pueden acercar las decisiones de política a las necesidades de las 
personas, por <::jemplo, mediante el financiamiento de proyectos de ba5e concebidos 
y �jecutados por los mismos grupos destinatarios, como en el caso de los Fondos de 
Inversión Social o programas similares basados en la demanda. Puede además fomen­
tar distintas modalidades de colaboración público-privada para la provisión de servi­
cios que diversifiquen la oferta y eleven la calidad de las prestaciones. Sin embarge>, 
también acá puede presentarse el riesgo de transferir tareas sociales con el m.ero obje­
tivo de deslindar al Estdo de su responsabilidad social y descargarlo fiscalmeute. Más 
aún, cuando dicha transferencia de tareas se realiza haciendo hincapié en el papel de 
la familia en la provisión ele sen·icios sociales en el nivel local; esto_significa en la prác­
tica una injusta sobrecarga de tareas para las m1yeres. Ello subraya la imprescindible 
necesidad de incorporar la dimensión de género tan to en la formulación de una estra-
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tegia general contra l a  pobreza como en el diseño de programas sociales 
específicos. 

En general, la investigación de las nuevas formas de la política social señala que en 
realidad hay un espectro mucho más amplio de opciones para el diseño de políticas 
sociales que lo que sugieren dicotomías simplificadoras tales como "privado-estatal", 
"centralizado-descentralizado", "universal-focalizado", las cuales son a menudo 
objeto de discusiones tan polémicas como estériles. Soluciones atenidas a las particu­
laridades ele cada contexto y eventualmente combinadas pueden por lo menos en 
potencia abrir diferentes espacios de acción para la política social, con lo cual contri­
buirían a conciliar cambios est:ruct1.u-ales necesarios y viabilidad social. A manera de 
ejemplo pueden citarse algunos casos de refo1n1a de los sistemas de pensiones en los 
cuales se contempla )a coexistencia de componentes de administración pública y pri­
vada, sistemas de reparto y capitalización individual (Argentina, U1uguay, Colombia), 
así como la inclusión de mecanismos que otorgan mayor equidad al sistema y actúan 
como correctivos sociales ele la capitalización individual mediante pensiones míni­
mas garantizadas por el Estado o fondos de solidaridad pensiona! para subsidiar la 
incorporación de asegurados de bajo ingreso (Mesa-Lago, 1996; Sottoli, 1998). En 
cuanto a la opción "universal-selectivo", muchos programas focalizados que en Amé­
rica Latina han sido evaluados como exitosos fueron ejecutados en el marco de pro­
gramas originalmente diseñados con coberttu-a universal. De esa manera, la focalización 
pudo lograrse aprovechando infraestructura, bases ele üúormación sobre beneficia­
rios y organización ya existentes. Es el caso, por ejemplo, de algunos programas de 
salud y nutrición materno-infantil de orientación universal en Chile, los cuales luego 
füeron focalizados para cubrir especialmente a gn1pos en extrema pobreza (véase Sojo, 
1994: 5). Por último, las posibili<la<les de cooperación público-privada son asimismo 
variadas, tanto como la diversidad de actores que pueden participar en las diferentes 
fases de diseño, financiamiento y ejecución de programas sociales, siempre que la 
asignación de roles sea transparente y yaya de acuerdo con criterios de mayor eficacia 
en el logro de los objetivos propuestos, antes que-como se señaló anteriormente­
con objetivos �jenos a la propia lógica de los programas. 

Por otro lado, se puede decir que, en general, la política social ha sido prohlemati­
zada en la discusión política y científica latinoamericana preferentemente como tm 
mecanismo de legitimación y reaseguramiento de procesos de reformas económicas 
y, a largo plazo, de consolidación de la democracia. Sin embargo, la relación democra­
cia-política social no se agota en esta diinensión. Por <.::jemplo, la cuestión opuesta, es 
decir, el significado de las instituciones democráticas para resolver los problemas so­
ciales, así como para formular y poner en vigor reformas efectivas en el ámbito social 
puede resultar tan importante como poco considerada. Cuestiones acerca de la es­
tructura del sistema político-institucional y del sistema de partidos, acerca de la 
interacción entre los partidos, entre éstos y los diversos grupos de interés, los mode­
los de resolución de conflictos y de alcanzar el consenso, resultan de gran importan­
cia como determinantes de los jJolicy outcomes, segú.n consignan las investigaciones 
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racerca de los sistemas sociales en los países indust ializados. Las diferencias en los 
contenidos y efectividad ele las políticas sociales se explicarían sobre todo mediante 
los diferentes a1Teglos político-institucionales. Estas comprobaciones adquieren im­
portancia en contextos ele reciente democratización o ele esfuerzos ( o ambos) hacia la 
consolidación de la institucionalidacl democrática, como es el caso de los países 
latinoamericanos.16

Los procesos de democratización en América Latina no sólo han construido la base 
institucional para un proceso de decisión política en el cual pueden participar todos 
los actores políticos y sociales y el cual, por lo menos potencialmente, puede ser uti­
lizado en favor de políticas con objetivos sociales, sino que también han promovido de 
manera efectiva la creación de programas sociales participativos, descentralizados, 
orientados a la autoayuda y a la autonomía. Dicha dimensión de la acción social que 
aún puede ser considerablemente ampliada en América Latina entraña, a su vez, 
formas de integración política y social importantes para la consolidación de un orden 
democrático. 

En definitiva, el análisis ha pretendido hacer hincapié en la perspectiva que en­
tiende a las políticas sociales como una dimensión central del modelo de 
reladonamiento Estado-economía-sociedad. Ello significa sobre todo resaltar que las 
decisiones de política social no se agotan en las cuestiones técnicas que se aplican en 
el diseño de los servicios sociales, sino que tienen repercusiones profundas para la 
propia configuración de dicho modelo de relacionamiento. 
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